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LA VIDA MUNICIPAL DEL Estado de México, en sus 
primeros años de gobierno como entidad federativa, es-
tuvo fomentada por las disposiciones de corte liberal 
emanadas de la Constitución Política de la Monarquía 
Española proclamada en Cádiz en 1812. Esta Constitu-
ción estuvo vigente en Nueva España de septiembre de 
1812 a agosto de 1814 y de mayo de 1820 a septiembre 
de 1821; durante la monarquía de Agustín de Iturbide en 
el México independiente y hasta la transición al federalis-
mo estuvieron vigentes las medidas que no se oponían al 
nuevo gobierno, de septiembre de 1821 a diciembre de 
1823 y, finalmente, cuando se crea el Estado de México, 
las disposiciones de Cádiz dirigieron la administración y 
el gobierno de las municipalidades (en esta época así se 
les llamaba a los municipios) de enero de 1824 a febrero 
de 1825. 

Con los ayuntamientos inspirados en esa legislación española, el 
Estado de México inició su vida en el sistema federal durante un año 
para, posteriormente, adaptar las disposiciones a la propuesta de los 
diputados locales del gobierno interior. Se fue creando una institución 
municipal con una organización administrativa específica sobre un 
territorio particular, una cultura de los ciudadanos para participar 
en las elecciones y para ser autoridad local, y un orden legal de go-
bierno. Los diputados locales y los gobernadores buscaron crear un 
municipio que respondiera a la urgencia de construir una unidad 
política necesaria para integrar la entidad federativa. 

La legislación estatal de 1825 planteó que se fueran agrupando 
los habitantes en municipalidades más extensas (un ayuntamiento 
por cada 4 000 habitantes), para contrarrestar el gran número de 

La Constitución Política 
de la Monarquía Española 

expedida en 1812 tuvo 
importante influencia en 

la organización municipal 
del Estado de México 

durante el primer 
federalismo.



8/Estado de México: Bicentenario

pequeños gobiernos locales creados con las normas gaditanas (un 
ayuntamiento por cada 1 000 habitantes). Las municipalidades se 
fueron convirtiendo en un espacio político y territorial que dependía 
de las disposiciones dictadas por los poderes ejecutivo (gobernador 
y consejo de estado) y legislativo (diputados) del Estado de México.

El inicio de este proceso se dio en la primera República federal, 
entre los años de 1824 y 1835; fue la época donde los diputados 
locales dictaron las primeras leyes que organizaron las municipali-
dades, que precisaron el proceso electoral de los integrantes de los 
ayuntamientos, y que establecieron sus funciones y obligaciones. 

En este texto se exponen las principales disposiciones legales 
sobre el ámbito municipal promovidas por los diputados liberales 
del Estado de México, entre 1824-1835, y algunas respuestas de sus 
habitantes a esas disposiciones. Las autoridades estatales buscaron 
alcanzar varios fines: organizar administrativamente la sociedad, crear 
límites políticos y territoriales, crear la jerarquía de autoridades 
municipales, limitar la diversidad de las unidades políticas gaditanas, 
y les interesaba supervisar que los pueblos con mayor población 
estuvieran gobernados por un ayuntamiento, terminar con el des-
contento provocado por la guerra de Independencia y atraer al orden 
constitucional a los cabecillas regionales que organizaban levanta-
mientos sociales. 

El texto está dividido en cinco apartados: las disposiciones gene-
rales para organizar las municipalidades, la reducción e integración 
de los ayuntamientos, las elecciones de las autoridades municipales, 
las funciones de los ayuntamientos, y la respuesta social provocada 
por las normas liberales que organizaban el mundo municipal.

Las disposiciones generales para organizar 
las municipalidades

El principal trabajo del Congreso Constituyente del Estado de Mé-
xico, que inició sus trabajos el 2 de marzo de 1824, fue legislar sobre 
el gobierno interior del estado. En agosto de 1824, expidió la Ley 
Orgánica Provisional para el Arreglo del Estado Libre, Independien-
te y Soberano de México, la cual establecía que el extenso territorio 
del estado se dividía en ocho distritos político-administrativos en lo 
que hoy es la ciudad de México y los estados de México, Hidalgo, 
Guerrero y Morelos (Acapulco, Cuernavaca, Huejutla, México, 
Taxco, Toluca, Tula y Tulancingo), gobernados por un prefecto, y 
los distritos a su vez se dividían en partidos, que tenían como auto-
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ridad un subprefecto. Estos partidos se integraban por municipali-
dades a cargo de un ayuntamiento.

En 1824, los diputados constituyentes reconocieron a los ayun-
tamientos existentes, los cuales estaban integrados por 1000 habi-
tantes; sin embargo, pronto precisaron nuevas medidas para su 
funcionamiento, para su elección y para establecer el número de 
habitantes que gobernarían. 

Retomaron una práctica importante decretada en 1812 sobre la 
formación de las ordenanzas municipales, que cada ayuntamiento 
tenía que redactar para instituir el gobierno interior de la municipa-
lidad. Esta práctica trataba de promover la participación de los 
ayuntamientos en su normativa reglamentando la actuación interna, 
donde se comprometieran a realizar sesiones de cabildo, integrar 
comisiones y juntas de trabajo y cuidar de la hacienda pública; sin 
embargo, muchos ayuntamientos no las elaboraron.

El 9 de febrero de 1825, se expidió el Decreto para la Organización 
de Ayuntamientos del Estado, que comprendía las ideas liberales de 

Estado de México con la 
división político territorial 
dispuesta en 1824, que 
comprendía ocho 
distritos políticos que 
estaban a cargo de un 
prefecto: Acapulco, 
Cuernavaca, Huejutla, 
México, Taxco, Toluca, 
Tula y Tulancingo. 
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uno de sus distinguidos diputados, José Ma-
ría Luis Mora. Estas medidas restrictivas que 
propuso Mora se debían al ánimo de los 
ayuntamientos de autogobernarse. Conside-
raba a los ayuntamientos como cuerpos ad-
ministrativos bajo la vigilancia de prefectos 
y subprefectos. Se dispuso que el número de 
ayuntamientos disminuyera a una cuarta 
parte, en comparación con los existentes bajo 
la Constitución de Cádiz, para combatir el 
desorden local y fomentar el progreso. 

A continuación, se exponen los puntos 
principales que contenía el Decreto para la 
Organización de Ayuntamientos del Estado:

•	Habrá un ayuntamiento por cada 4 000 
habitantes, en lugar de uno por cada 1 000 

(con esta norma se disminuía el número de municipalidades).
•	 El subprefecto, con la aprobación del prefecto, nombraba un 

teniente auxiliar entre los vecinos de los pueblos que no tenían 
ayuntamiento, para la vigilancia local y para comunicar las 
órdenes del alcalde. Esta medida fue útil para mejorar la admi-
nistración pública.  

•	 Los ayuntamientos se integrarán por alcaldes, síndicos y regi-
dores. 

•	 Quienes tenían que reunir los siguientes requisitos: ser ciuda-
dano, tener capital o ramo de industria que bastara para man-
tenerlos, los alcaldes debían saber leer y escribir, no ser 
jornaleros ni militares ni del clero ni empleados públicos (con 
estas disposiciones se restringía la ciudadanía).

•	 La elección del ayuntamiento se hacía anualmente de forma 
indirecta, es decir, se hacían dos juntas electorales, en la prime-
ra se elegía un elector por cada 500 habitantes y en la segunda 
los electores elegían al ayuntamiento, la reunión de electores 
estaba presidida por el alcalde de la municipalidad y el núme-
ro de electores lo designaba el prefecto.

•	 Las funciones de los ayuntamientos eran cuidar de la salubridad, 
paz pública, policía, obras públicas, cementerios, beneficencia, 
fondos municipales, escuelas y diversiones, y convocar a los 
ciudadanos a elecciones, y fomentar la economía. 

Decreto 36, para la 
Organización de 

Ayuntamientos del 
Estado, expedido por el 

Congreso Constituyente 
del Estado de México el 9 

de febrero de 1825. 
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Las disposiciones dictadas por el decreto de 1825 fueron reitera-
das por la Constitución estatal de 1827 y permanecieron vigentes 
hasta la expedición de la Constitución centralista de 1836. Empe-
zaba una época de relaciones federalistas de respeto entre la federación 
y el estado, no así entre los ayuntamientos y el ámbito estatal, fue 
más urgente buscar los instrumentos legales para crear un municipio 
liberal que fuera una institución que respaldara las necesidades del 
gobierno estatal. Los ayuntamientos, los subprefectos y prefectos 
fueron ubicados constitucionalmente como parte integrante del 
Poder Ejecutivo para el buen funcionamiento del gobierno de los 
pueblos. Se trató de crear un equilibrio entre las autoridades elegi-
das por los ciudadanos (los ayuntamientos) y las autoridades nom-
bradas por el gobernador (los prefectos y subprefectos). Estos últimos 
tendrían un importante papel en el orden y supervisión municipal. 

En la Constitución estatal de 1827 se encomendó, tanto al 
ayuntamiento como a los prefectos y subprefectos la administración 
y gobierno de los pueblos. Los primeros atendían las relaciones y 
necesidades internas de los pueblos y las autoridades medias cuida-
ban que se ejecutaran las disposiciones dadas por los diputados y el 
gobernador. A los ayuntamientos se les respetó su calidad de corpora-
ción, con capacidad de decidir en algunos asuntos, siempre y cuando 
tuvieran la aprobación de los prefectos y subprefectos. El gobernador 
delegaba en prefectos y subprefectos su autoridad ejecutiva. 

Los diputados estatales dispusieron que los ayuntamientos eran 
necesarios e imprescindibles para integrar políticamente a la entidad 
federativa. Sin embargo, reprobaban la actitud de algunas autorida-
des municipales cuando mostraban ignorancia administrativa y 
abusos de poder, por ello pusieron especial cuidado en los requisitos 
para ser alcalde y regidor. Creían que los ayuntamientos debían 
convertirse en las autoridades que fomentarían el engrandecimiento 
de los pueblos, pero había que enseñarlos a gobernar.

Reducción e integración de ayuntamientos 
y las reacciones de los pueblos

En 1826, se notaban los resultados de la aplicación del decreto, ex-
pedido un año antes, en cuanto a la reducción del número de ayun-
tamientos. Los diputados empezaron a recibir peticiones de 
prefectos de cambiar la ley de ayuntamientos, solicitaban disminuir 
a 2 000 habitantes la integración de las municipalidades. Por ejemplo, 
exponía el prefecto de Acapulco los dos problemas que tenía para 
integrar comarcas de 4 000 habitantes; explicaba que había una gran 
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distancia entre los pueblos y tenían una difícil geografía en los ca-
minos. El subprefecto del partido de Zacatula y el prefecto de Taxco 
informaron sobre otro obstáculo para tener ayuntamientos por la 
existencia de municipalidades donde no había personas que cum-
plieran con los requisitos para desempeñar los cargos municipales; 
manifestaron que no había hombres “medianamente instruidos”. 

El prefecto del distrito de México exponía que todos los pueblos 
querían tener su propio ayuntamiento, por lo que hacían peticiones 
constantes al gobernador mediante los subprefectos y prefectos, 
aunque no contaran con la población requerida, ya que así se podían 
gobernar con independencia de otros pueblos para poder hacer uso 
de sus tradiciones y estar alejados de las enemistades que existían 
entre ellos, las cuales se debían por dos motivos en particular: dis-
puta por tierras y tener autoridades municipales que no fueran su 
pueblo. 

A pesar de los comentarios y peticiones de subprefectos y prefec-
tos no se realizaron cambios a la ley de 1825; sin embargo, hubo 
algunas concesiones cuando las condiciones geográficas y sociales se 
imponían; por ejemplo, se autorizó la división de la municipalidad 
de Tecpán para formar otra, aunque no tuviera 4 000 habitantes, 
porque se había entorpecido la buena administración municipal por 
la lejanía entre pueblos y rancherías, que variaba entre dos y 30 leguas 
de distancia.

 En la Memoria de gobierno de 1826, se dio noticia de 182 
ayuntamientos (tomando en cuenta los que formarían después los 
estados de Hidalgo, Morelos y Guerrero). Este número reflejaba la 
desaparición de varias decenas de pequeños gobiernos municipales 
que se habían creado en la Provincia del México con la Constitución 
de Cádiz y sus decretos derivados. De los 182 ayuntamientos sola-
mente aumentaron cuatro a lo largo del primer periodo federal, 
llegando a 186 en 1835. En cambio, los distritos o prefecturas au-
mentaron a 11 (decreto de mayo de 1833), en busca de una mejor 
gobernabilidad de las municipalidades.

Cada prefecto y cada subprefecto se ocupaba de una cantidad 
específica de ayuntamientos. Los 11 prefectos se encargaban de los 
63 ayuntamientos que se encontraban en los partidos donde se lo-
calizaba la cabecera de distrito, donde ellos residían, y 28 subprefec-
tos se encargaban de los 123 ayuntamientos que integraban el resto 
de los partidos. En el siguiente cuadro que el Ejecutivo presentó en 
su Memoria de gobierno de 1835, se muestran datos aproximados, 
y ayuda a comprender la manera en que se dispuso el control de los 
ayuntamientos por parte de los representantes del gobernador. Cada 
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uno de los prefectos y subprefectos se encargaba del funcionamien-
to de cuatro o cinco ayuntamientos. Debido a que era mayor el 
número de subprefectos que de prefectos fue muy importante la labor 
municipal de los primeros porque tenían mayor cantidad de ayunta-
mientos a su cargo. En el cuadro 1 se presentan 186 ayuntamientos. 

Con la aplicación de la ley de febrero de 1825, disminuyó en 
33% el número de integrantes de los ayuntamientos, en relación con 
los ayuntamientos anteriormente formados con la legislación de 
Cádiz. Por ejemplo, en las capitales más grandes, en 1821, podían 
tener 35 integrantes y, en 1825, solamente 25. El número de inte-
grantes de cada corporación iba en relación con la cantidad de po-
blación, como se puede apreciar en el cuadro 2.

Cuadro 1
Ayuntamientos con que cuentan las prefecturas y subpre-

fecturas y población de cada distrito, 1835

Prefecturas o 
distritos

Ayuntamientos Partidos o 
subprefecturas

Ayuntamientos Población
aproximada de 
cada distrito

Acapulco 2 2 2 19 856

Chilapa 5 1 5 53 603

Cuernavaca 10 2 8 84 478

Este de México 8 2 17 177 071

Oeste de México 6 3 16 93 000

Sultepec 2 3 7 63 000

Taxco 4 2 5 78 770

Toluca 9 3 16 192 452

Tula 5 5 20 173 529

Tulancingo 8 2 7 88 049

Huejutla 4 3 20 75 053

TOTALES       11 63 28 123 1 098 861

Cuadro 2
Integrantes de los ayuntamientos, 1825-1835

Habitantes en 
las municipalidades

Integrantes 
del ayuntamiento

Menos de 5 000 7

Entre 5 000 y 10 000 11

Más de 10 000 15

La capital 25
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Pese a la disminución de integrantes en los ayuntamientos, el 
número señalado por el decreto de 1825 fue el más alto en las déca-
das que siguieron durante el siglo xix. 

La legislación limitó la posibilidad de ocupar los puestos públicos 
municipales a un grupo de personas, las cuales debían tener determi-
nadas profesiones, ser letradas y poseer recursos económicos suficien-
tes, ya que eran cargos concejiles que no recibían remuneración. No 
podían ser los jornaleros, la milicia permanente, los eclesiásticos, los 
empleados públicos en funciones, los jueces ni los subprefectos. 

Impulsado por la legislación se fue formando un grupo de auto-
ridades municipales con características económicas superiores a las 
de la mayoría de la sociedad; es decir, se formó una élite político-
administrativa que aprovechó su poder económico. Con ello, el 
objetivo de los legisladores fue atacar el poder de las personas con 
añejo poder local, cometiendo arbitrariedades sin atender a autori-
dades superiores (prefectos y subprefectos). Pretendían que, con las 
cualidades que se dispusieron para ser regidor, alcalde o síndico se 
terminara la influencia de los caciques.

José María Luis Mora pensaba que el derecho de ciudadanía 
para participar en las decisiones políticas debía estar ligado a la 
condición de propiedad de las personas, que era la única caracte-
rística que podía dar confianza social para participar en elecciones 
y en el desempeño de puestos y empleos públicos de gran respon-
sabilidad. Exponía que era necesario que el Congreso general fijara 
las condiciones para ejercer el derecho de ciudadanía en toda la 
República y que por ellas quedaran excluidos de su ejercicio todos 
los que no inspiraran ninguna confianza.

La propuesta de Mora sobre considerar ciudadanos solo a aque-
llos que tuvieran el respaldo de una propiedad raíz o una renta anual 
“considerable” (como se dictó durante el gobierno centralista), no 
quedaron en la legislación estatal; sin embargo, sí quedó consigna-
do el principio de no considerar a todos los hombres iguales con los 
mismos derechos para desempeñar los puestos públicos.  Se restringió 
el espacio político municipal de las decisiones a un grupo de élite

Para el gobernador y los diputados, la educación era el arma 
transformadora de la sociedad que fortalecería los cimientos del pen-
samiento liberal, por ello reclamaban la educación entre las autorida-
des locales. Concebían que las autoridades municipales fueran 
personas virtuosas para dirigir el cambio al progreso, por lo que había 
que imponer requisitos para formar parte de los ayuntamientos.

La cantidad mínima de población (4 000 habitantes) que dicta-
minaban los diputados para establecer un ayuntamiento se traducía 
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en la extensión territorial más pequeña que podía comprender la 
municipalidad. Cada una de ellas estaba formada por varias locali-
dades (pueblos, barrios, rancherías, haciendas y ranchos) que se unían 
para ser administradas en común por lazos ancestrales o por inicia-
tiva de las autoridades estatales. Las municipalidades no contaban 
con una cantidad de habitantes similar, ya que había grandes dife-
rencias de población y extensión territorial entre ellas.  	

Un objetivo de los diversos congresos del siglo xix fue aprobar 
una ley que reglamentara la conformación del territorio municipal; 
sin embargo, en ningún momento llegó a concretarse. Con esa ley 
se pretendía lograr un equilibrio entre las municipalidades y los 
distritos en cuanto a población, superficie territorial y recursos na-
turales y económicos, con lo que aspiraban a una mejor gobernabi-
lidad en el estado.

Elecciones

Con el interés de formar ayuntamientos aptos para gobernar y que 
con el tiempo fueran los impulsores del bienestar de los pueblos, los 
legisladores dispusieron elecciones indirectas (con semejanza a las 
establecidas en la Constitución de Cádiz), donde se eligieran los 
hombres más destacados de las localidades, quienes aprenderían en 
la práctica el arte de gobernar para después enseñar a los que les 
reemplazaban en los cargos.

Los alcaldes se elegían anualmente, los regidores lo hacían por 
mitad anualmente, en la primera renovación salían los más antiguos 
(duraban dos años en sus cargos); los síndicos también lo hacían 
anualmente, solamente cuando hubiera dos se elegía uno primero y 
al año siguiente el otro.

En todas las municipalidades, el primer domingo de diciembre 
se reunían los ciudadanos para elegir a los electores, para lo cual 
formaban una junta electoral presidida por el alcalde o por algún 
miembro del ayuntamiento. Si la municipalidad tenía muchos ha-
bitantes, el ayuntamiento la dividía territorialmente en secciones 
proporcionadas para que cada 500 personas nombraran un elector 
y depositaran su voto de manera escrita o verbal.

  Antes de las elecciones, el prefecto debía recibir los padrones de 
las municipalidades a su cargo y el informe del subprefecto para 
designar el número de electores que cada una debía elegir. El sub-
prefecto los repartía en las secciones o pueblos que iban a integrar 
sus juntas electorales.
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  Dos semanas después se reunían los electores (mínimo ocho, 
máximo 20) e integraban una nueva junta, donde cada uno votaba 
por escrutinio secreto a los individuos que integrarían el ayuntamien-
to. En las municipalidades mayores a 10 000 habitantes no se per-
mitía la reelección, pero en las municipalidades pequeñas sí.

Un ejemplo de elección de ayuntamiento fue el de Toluca. En di-
ciembre de 1825, en la ciudad de Toluca (aún no era la capital del es-
tado, lo fue hasta julio de 1830), se realizó la elección indirecta del 
ayuntamiento de acuerdo con el decreto de febrero de ese año 
(véanse cuadros 3 y 4). En la primera junta electoral se reunieron los 
ciudadanos para elegir 20 electores. Aunque le correspondían 38 
electores por el número de habitantes de la municipalidad (tenía un 
poco menos de 19 086 habitantes, que era la cantidad correspon-
diente en 1830), solamente eligieron 20 porque la ley así lo establecía.

Cuadro 3
Resultado de la elección de electores en 

la municipalidad de Toluca, 1825

Electores Votos

Felipe de Jesús Ortigosa 281

Ignacio Valdés 270

Antonio Cárdenas 268

Ignacio Pliego 267

José María Zapata 267

Manuel Mota 263

José Joaquín San Juan 263

Francisco Poso 262

Manuel Poso 262

José María Flores 261

José María Melo 261

José Mariano González de Pliego 261

José Cárdenas 260

Miguel Villaseca 260

Miguel Jiménez 260

José María Robles 260

José María Mondragón 259

José Iniestra 259

Desiderio Rivera 258

José Chávez 258
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Según se observa en el cuadro 3, de los 20 electores, el que mayor 
número de votos tuvo fue 281 y el menor 258, lo que hace pensar 
en un trabajo electoral previo que homogeneizara la opinión públi-
ca. Alrededor de 281 ciudadanos fueron los que presentaron a la 
mesa electoral su lista de 20 individuos, los cuales elegían para que 
fueran sus representantes en la segunda etapa electoral.

En la segunda reunión electoral se presentaron solamente 18 
electores para elegir a dos alcaldes, cinco regidores y un síndico; sin 
embargo, el ayuntamiento de Toluca no se integraba de esos ocho 
individuos, sino de 15 (dos alcaldes, 11 regidores y dos síndicos), 
pero, de acuerdo con la ley, le correspondía elegir solamente ocho. 

Entre las personas electas, tres habían sido electores y la mayoría 
era gente que no había participado en la primera junta del proceso 
electoral (cinco integrantes). En la elección de 18 personas quedó la 
representación de una gran municipalidad. La votación de los ocho 
integrantes del ayuntamiento fue también muy pareja. Casi todos 
los electores votaron por las mismas personas. 

En el primer federalismo, los ayuntamientos de la entidad se 
enfrentaron a nuevos problemas, en comparación con los ayunta-
mientos creados conforme a la Constitución de Cádiz, al tener una 
municipalidad más extensa que gobernar. Entre los problemas des-
tacó que quedaban muy dispersos los pueblos y las rancherías, por 
lo que la administración de justicia era difícil de aplicar, al igual que 
la participación en elecciones y la atención a las localidades. Algunos 
pueblos quedaron sin la posibilidad de elegir autoridades por no 
tener el número de habitantes requerido y por la imposibilidad de 
unirse con otros por su lejanía. Se crearon inconformidades por esta 
situación y también por la mala aplicación de las disposiciones 

Cuadro 4
Elección del Ayuntamiento de Toluca, 1825

Integrantes del ayuntamiento Votos

1er alcalde Juan Francisco Mañón 18

2º alcalde Mariano Garduño 18

Regidor José María Zapata 17

Regidor José María Robles 17

Regidor José María Mondragón 14

Regidor Juan Nepomuceno González 17

Regidor Federico Rivera 17

Síndico José Antonio Cano 18
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electorales. Cualquier ciudadano tenía la facultad de pedir anulación 
de las elecciones ante el prefecto del distrito.

Para los vecinos era imprescindible que los ayuntamientos les 
atendieran sus demandas y, por lo tanto, requerían de autoridades 
procedentes de su propio pueblo para sentirse identificados; pero las 
nuevas leyes los orillaron a estar sujetos a otra localidad, lo que pro-
vocó su molestia por considerar que tenían las características apro-
piadas para tener su ayuntamiento.

Funciones de ayuntamientos

Una función importante del ayuntamiento fue el manejo de los 
fondos municipales. Estos estaban integrados por las contribuciones 
con que se gravaba a algunas propiedades y actividades comerciales 
de las municipalidades. Se les llamó propios y arbitrios de los ayun-
tamientos. Los arbitrios estaban constituidos por el reconocimiento 
y venta de pesas y medidas, las pensiones sobre plazas y puestos de 
venta públicos, permisos para diversiones y juegos públicos, multas 
a los infractores de los reglamentos de policía y todas las contribu-
ciones locales que aprobara el Congreso estatal, mientras que los 
propios estaban formados por los bienes raíces que poseían las mu-
nicipalidades: los edificios que se construyeron con fondos públicos 
y las tierras que en común habían poseído los pueblos. Esta última 
medida se ejecutó poco, según manifestó el gobernador en 1834, 
para evitar problemas con los pueblos.

Los ayuntamientos tenían la posibilidad de especificar el tipo de 
contribución que requerían para el desarrollo de la municipalidad, 
aunque tenían que pedir la aprobación del Congreso estatal median-
te el prefecto y el gobernador. Era una oportunidad que tenía cada 
ayuntamiento para ejercer su libertad en la formación del presupues-
to municipal. Esta práctica se fue perdiendo a lo largo del siglo xix 
para quedar en manos de autoridades estatales.

Las facultades de los alcaldes eran: cuidar la rápida publicación 
de las leyes, de los bandos y de las órdenes del gobierno estatal; citar 
a los habitantes que tuvieran las características para ser ciudadano 
con la finalidad de realizar las juntas primarias para la elección de 
diputados y ayuntamiento; presidir las juntas electorales, y poner en 
ejecución las medidas de gobierno acordadas por el ayuntamiento. 
Los alcaldes eran el único conducto de comunicación entre las au-
toridades municipales y los poderes estatales por medio de prefectos 
y subprefectos. Cuando un pueblo tenía que realizar una solicitud o 
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poner una queja ante las autoridades estatales tenían que dirigirse al 
alcalde de la municipalidad.

 El alcalde tenía responsabilidades del poder judicial, además de 
las funciones administrativas y gubernamentales, ya que ejercía el 
oficio de juez conciliador cuando el asunto permitía la conciliación 
entre las partes del conflicto, también conocía de los juicios verbales 
por demandas civiles (que no pasaran de $100) y criminales sobre 
injurias y faltas leves. Los asuntos contenciosos pertenecían a los 
jueces de partido. Las multas que podían imponer los alcaldes por 
infringir los reglamentos de policía y los 
bandos de buen gobierno oscilaban entre 
uno y 100 pesos o imponían hasta 15 días 
de obras públicas. 

La acción administrativa de los ayunta-
mientos se restringía a organizar y llevar a 
efecto los siguientes ramos: el aseo y limpie-
za de las calles y edificios públicos; revisar la 
calidad de los alimentos y bebidas; la loca-
lización adecuada del cementerio; la vigilan-
cia de  las corrientes de aguas y las fuentes 
públicas; informar al prefecto de los cambios 
demográficos y sus causas; que no se alterara 
la salud pública; el mantenimiento de calles, caminos y obras pú-
blicas; la adecuada administración de los bienes a su cargo; cuidar 
la asistencia de los niños a la escuela y la existencia de estas; acordar las 
medidas de buen gobierno; la administración e inversión de los 
fondos municipales informando anualmente a los prefectos; la distri-
bución de las contribuciones y remisión de sus productos a la tesorería; 
el fomento de la “industria”, agricultura y comercio; presidir las 
juntas electorales para elegir ayuntamiento, e informar al prefecto 
anualmente el estado en que se encontraban cada una de las comi-
siones señaladas.

 Entre 1825 y 1835, se organizó la política municipal para dejar 
a los ayuntamientos subordinados a los prefectos y subprefectos, pero 
se reconoció la necesidad de mantener algunos espacios de autonomía 
en las funciones administrativas y financieras internas. 

La respuesta social 

Los vecinos de los pueblos de las municipalidades mostraban acti-
tudes tanto de aceptación como de rechazo por el tipo de gobierno 
municipal que se fue conformando, de acuerdo con la ley de 1825. 

Autorizar las diversiones y 
juegos públicos era una de 
las funciones de los 
ayuntamientos. 
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Las molestias más notorias procedían de las infracciones a sus dere-
chos: las penas corporales (azotes) que algunos regidores aplicaban 
ilegalmente, los litigios contra ayuntamientos por cuestiones de 
tierras, las altas contribuciones (como la de instrucción pública) y la 
indiferencia de las autoridades ante las epidemias. Ante ello, deman-
daban al Congreso estatal su asignación a otra municipalidad.

Los asuntos electorales ocuparon la aten-
ción de muchos pueblos, por la diversidad 
de problemas que enfrentaban; como la in-
jerencia militar en Tulancingo, donde un 
sargento llevó una lista de electores a las 
casillas, su finalidad era elegir alcalde a su 
coronel. Por ello, las autoridades del ayun-
tamiento saliente pidieron anulación de las 
elecciones.

El prefecto de Tulancingo pidió que se 
anularan las elecciones del ayuntamiento de 

San Bartolo Huehuetla porque las personas elegidas no reunían los 
requisitos legales; a excepción de un regidor los demás no sabían leer 
ni escribir. Ante ello el gobernador Lorenzo de Zavala contestó que, 
aunque se repitieran las elecciones se tendrían los mismos resultados, 
ya que en ese pueblo muy pocas personas sabían hablar o escribir el 
castellano, pues en su mayoría hablaban tepehua y otomí.

En el distrito de Taxco, Crescencio Martínez pidió al gobernador 
y a la legislatura que se anularan las elecciones del ayuntamiento de 
Temascaltepec de diciembre de 1830, ya que el ayuntamiento y 
subprefecto actuaron sin apego a la ley de 1825. A estas autoridades 
se les impuso por peculado una multa de 10 pesos y se realizaron 
nuevamente las elecciones; sin embargo, se repitieron las irregularida-
des, por lo que se dispuso la separación del subprefecto de su cargo.

Ante la indiferencia de varios ciudadanos para participar en las 
elecciones, los diputados tuvieron que disponer multas en octubre 
de 1831, que no excedieron de cinco pesos, y a quien no pudiera 
pagarlos sería arrestado por cuatro días. Para llevar a cabo esta me-
dida coactiva se dictó un reglamento.

Los habitantes coincidían con los ayuntamientos en la proble-
mática que representaba la distancia entre las localidades y la cabe-
cera municipal porque hacía más complejas las relaciones entre los 
vecinos y las autoridades municipales. Por ejemplo, cuando había 
que solucionar problemas, los vecinos del pueblo de Nexquipayac 
tenían que ir con los alcaldes de Atenco quienes no los atendían, por 
lo cual solicitaban su independencia de Atenco y el establecimiento 

Los vecinos de los pueblos 
se reunían para acordar su 

apoyo, adaptación o 
rechazo a alguna de las 

normas que ordenaban la 
vida municipal. 
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de su propio ayuntamiento. Esta fue la queja principal de los pueblos 
con respecto a la disminución de ayuntamientos que creó munici-
palidades con mayor extensión de tierra. También el pueblo de San 
Pedro Ecatizingo, del distrito de Chalco, informaba a los diputados 
que se tuvieron que unir con el pueblo de Ozumba, que era la cabe-
cera municipal, y desde entonces se vieron privados de tener su 
ayuntamiento y de ser 
atendidos en los diferentes 
ramos administrativos.

Se presentaron varias 
quejas sobre abuso de po-
der de las autoridades mu-
nicipales y la solución que 
proponía el Ejecutivo del 
estado era disminuir el 
número de integrantes de 
los ayuntamientos. 

Después de varios años 
de práctica de la legislación 
municipal expedida en 1825, el gobernador Melchor Múzquiz exponía, 
en su informe anual de 1831, los problemas que tenían las municipa-
lidades; entre ellos resaltaba la proliferación de ayuntamientos, la 
confusión en la aplicación de sus facultades y obligaciones, y las cons-
tantes elecciones de sus integrantes. Llegó a cuestionarse si eran útiles 
o perniciosos tantos ayuntamientos diseminados en el estado.

Estas opiniones siguieron estando presentes en los informes del 
Ejecutivo. Poco antes que se generalizara la caída del federalismo, en 
abril de 1835, explicaba el secretario de Gobierno y Guerra al Con-
greso estatal, que gran parte del fracaso de la administración municipal 
se debía al tipo de personas que integraban los ayuntamientos, 
quienes perseguían intereses personales, a la “ignorancia” de los 
habitantes y autoridades, y a la falta de ordenanzas en la mayoría de 
los ayuntamientos. Motivos poderosos que, en opinión del gober-
nador, podrían provocar que se suspendieran algunos ayuntamientos. 
Sin embargo, no lo hicieron por el peligro social que representaba 
quitar las autoridades a los pueblos. La solución que propuso el 
Ejecutivo fue instalar “jueces de paz” en lugar de ayuntamientos en 
las municipalidades de “inferior orden” con la justificación de que 
con ello se disminuirían los ayuntamientos y, por lo tanto, las elec-
ciones populares. Esta propuesta fue retomada en la época centralista 
a escala nacional en 1836.

Canal de comunicación 
entre los lagos de Claco y 
Texcoco, cerca de los 
cuales se encontraban los 
pueblos del distrito de 
Chalco que solicitaban 
ayuntamiento. 
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El Ejecutivo estatal dio el primer paso para hacer realidad sus 
nuevos cambios municipales; mandó, en 1835, al Congreso una 
iniciativa de ley para que se le autorizara a reducir el número de 
ayuntamientos y dejar solo aquellos que hubieran demostrado que 
tenían los fondos suficientes para cubrir sus necesidades. De acuerdo 
con los datos sobre los ingresos y egresos de los ayuntamientos, 64 de 
ellos no lograron un equilibrio en la hacienda municipal, sus fondos 
no bastaron para cubrir sus respectivas necesidades administrativas; 
la cantidad que debían los ayuntamientos variaba entre $1.3 corres-
pondiente a la municipalidad de Milpa Alta y $435.5 de la de Tul-
titlán. Esto significaba que 47% de los ayuntamientos tenía que ser 
suprimido, de acuerdo con la iniciativa de ley del Ejecutivo, que 
no llegó a aprobarse por el Congreso. 

Comentarios finales

Para los congresos y los gobernadores del Estado de México, duran-
te la primera República federal, los ayuntamientos representaron, 
primero, un gran reto para organizar el gobierno local, y después un 
obstáculo para alcanzar la eficacia administrativa en todos los rinco-
nes de su territorio, por lo que llegaron a la decisión de disminuirlos 
a casi la mitad al finalizar este primer periodo federal. 

En cambio, los pueblos, dentro de sus peticiones e inconformi-
dades, nunca se plantearon la posibilidad de extinguir definitivamen-
te algún ayuntamiento. Los objetivos de los pueblos estaban dirigidos 
al buen funcionamiento de su municipalidad con autoridades que 
ayudaran al beneficio de las colectividades, lo cual era una diferencia 
notable respecto al objetivo de las autoridades estatales, que consi-
deraban como prioridad la consolidación del gobierno estatal, no el 
municipal. 

Fue evidente la diferente manera de percibir el “buen gobierno”; 
por una parte, estaba la concepción de la cúpula estatal que necesi-
taba lograr la unidad política y económica del extenso territorio con 
una sólida base municipal, y por la otra parte estaba la de los vecinos 
que requerían de municipalidades que se desarrollaran de acuerdo 
con los requerimientos locales. La experiencia federal en el Estado 
de México había empezado reconociendo el orden municipal esta-
blecido por la Constitución liberal de Cádiz y después proponién-
dose la larga tarea legal de delimitar las funciones y obligaciones de 
los ayuntamientos y del territorio de su jurisdicción; para ello el 
Ejecutivo y el Legislativo estatales habían usado medidas centralistas. 
Su aplicación aún no logró los propósitos deseados, por lo cual las 
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municipalidades disfrutaban de prácticas particulares y de autogestión 
en algunos asuntos.

La primera República federal dio la posibilidad a las autoridades 
del Estado de México de ir integrando una entidad federativa, con 
un ámbito estatal fuerte y una base municipal que deseaban disminuir 
y homogeneizar. Tuvieron que organizar y limitar un mundo diver-
so de pequeñas unidades -los Ayuntamientos-  impulsadas por la 
legislación expedida por las Cortes españolas. 
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